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PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE

L E Y

Requisitos para el reconocimiento de nuevos municipios
Artículo 1º: Será reconocida como municipio, en los términos del artículo 190 y ss. de la Constitución Provincial, toda población o localidad que reúna los siguientes requisitos:

a. Características institucionales, históricas, culturales, territoriales y ambientales que definan una identidad propia.

b. Aptitud de factibilidad económico-social.

Artículo 2º: Entiéndase por características institucionales, aquéllas que den cuenta de asentamientos de organismos públicos nacionales, provinciales y/o municipales, y de organizaciones de la sociedad civil.

Por características histórico-culturales, se comprenderán aquéllas que acrediten la singularidad de la comunidad, atendiendo a razones de origen, desarrollo y pertenencia. Se considerarán también las expresiones artísticas propias de esa comunidad.

En cuanto a las características territoriales y ambientales, se refieren a las interacciones sociales, laborales, económicas y culturales que se producen en el territorio.

La aptitud económico-social se vincula con los recursos con que contaría el nuevo municipio y las demandas que debería atender.

De la Comisión Bicameral de Reconocimiento de Municipios
Artículo 3º: Créase la Comisión Bicameral de Reconocimiento de Municipios, la que tendrá por objeto la consideración y análisis de las propuestas de reconocimiento de nuevos municipios, y será la encargada de llevar adelante el procedimiento establecido en la presente Ley.

Artículo 4º: La Comisión estará integrada por 14 (catorce) miembros, siete por cada Cámara legislativa, los que serán designados por un período de 2 (dos) años mediante resolución de la Presidencia de cada una de las Cámaras, las que reflejarán las representaciones partidarias de las mismas. Su constitución deberá tener lugar dentro de los 30 (treinta) días a partir de la entrada en vigencia de la presente.

Artículo 5º: Serán facultades de la Comisión Bicameral de Reconocimiento de Municipios:

a. Elegir sus autoridades y dictar su propio reglamento interno, estableciendo un quórum mínimo para sesionar y tomar decisiones válidamente.

b. Recibir las peticiones de reconocimiento de nuevos municipios.

c. Convocar a su seno a organismos técnicos, profesionales y/o académicos especializados en la problemática de la Comisión, así como requerir la presencia de funcionarios con idénticos fines.

d. Requerir de la Subsecretaría de Asuntos Municipales y demás organismos provinciales los informes técnicos que sirvan a los fines de la presente ley.

e. Celebrar convenios con Universidades u organizaciones oficiales para la realización de los estudios que fuesen necesarios a los fines de determinar la oportunidad, conveniencia y mérito de admitir o rechazar una solicitud de reconocimiento de un nuevo municipio. El gasto que demanden los mismos será imputado al presupuesto de la Legislatura, en igual proporción para ambas Cámaras.

f. Realizar convenios con organismos provinciales y la Junta Electoral, a los fines del cumplimiento de la presente ley.

g. Elaborar el proyecto de ley para su aprobación en ambas Cámaras.

Del procedimiento para el reconocimiento municipal
Artículo 6º: La población o localidad que aspira a su reconocimiento deberá presentar ante la Comisión Bicameral de Reconocimiento de Municipios un petitorio avalado por el 15 % (quince por ciento) de los ciudadanos que figuren en el último padrón electoral con domicilio en el área que ocuparía el nuevo municipio solicitado.

Las firmas de este petitorio y los domicilios declarados serán certificados, sin cargo alguno, por el Juzgado de Paz Letrado distrital o por autoridad competente en la materia. A su vez, deberá constituir una Junta Pro-Reconocimiento, que será la contraparte para todo aquello que la Comisión estime corresponder. Dicha Junta tendrá permanente vista de las actuaciones relativas a la petición.

Artículo 7º: La Junta Pro-Reconocimiento Municipal deberá cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 1 de la presente Ley, a saber:

a) Informe de antecedentes y características institucionales, históricas, culturales, territoriales y ambientales que aseguren su propia identidad.

b) Estudio de factibilidad socio-económico-financiera (según aspectos espaciales y geográficos, demográficos, equipamiento institucional, infraestructura local, comercios, servicios, industrias, etc.), que garanticen la capacidad de gestión en la solución de los problemas locales. A los efectos de la viabilidad financiera deberá tener en cuenta los recursos con que contaría el nuevo municipio aplicando las tasas que rijan a ese momento en el distrito cabecera así como los gastos e inversiones que debería realizar. Cuando los nuevos límites propuestos abarquen a más de un distrito, para el cálculo de los recursos se tomará un promedio de los valores de cada municipio concernido, según el porcentaje de afectación territorial de cada uno. Asimismo se deberá incluir el aporte que le correspondería en concepto de coparticipación.
c) Estudio de delimitación territorial según su real zona de influencia. 

Articulo 8º: Cumplida la presentación en los términos del articulo anterior, la Comisión Bicameral dará traslado, dentro de los 5 (cinco) días de recibida, al Intendente Municipal y al Concejo Deliberante para que en un plazo de 60 (sesenta) días emitan, por separado, opinión fundada con relación a la pretensión de reconocimiento del nuevo municipio.

Artículo 9º: Recibidos los informes del Intendente Municipal y el Concejo Deliberante, la Comisión Bicameral, en el plazo de 30 (treinta) días, remitirá la documentación prevista en los artículos 7 y 8 de la presente ley, para su evaluación, a la o las Universidades u organizaciones oficiales previstas en el artículo 5º, las que deberán emitir dictamen en un plazo de 90 (noventa) días, prorrogable por razones fundadas, por otros 90 (noventa) días.
Artículo 10º: En caso de dictamen favorable de la o las Universidades u organizaciones oficiales previstas en el artículo 5º, la Comisión notificará del mismo a las autoridades municipales del o los distritos interesados y a la Junta Pro-Reconocimiento. La Comisión procederá a la difusión de estos informes en el municipio, por un lapso de 30 (treinta) días, a través de los medios de prensa locales que considere pertinentes.

Artículo 11º: Cumplidos los pasos anteriores, la Comisión convocará a una consulta, por SÍ o por NO, al electorado de la población o localidad o localidades que solicitan su reconocimiento, en un plazo no mayor a 60 (sesenta) días de recibido el dictamen de la institución académica. La consulta será no vinculante y no obligatoria. La organización de la misma estará a cargo de la Comisión Bicameral, con cargo al presupuesto de la Legislatura, en igual proporción para ambas Cámaras. 
En caso de que el número de habitantes de la zona que solicita reconocimiento sea menor al cincuenta por ciento (50%) del total de habitantes del o los distritos concernidos en la delimitación propuesta, se realizará también en éstos una consulta de iguales características en el o los municipios afectados.
En los aspectos instrumentales de estas consultas se utilizará como base la ley 5109 y modificatorias (Código Electoral de la Provincia) en todo lo que sea pertinente.

Artículo 12º: Cumplido el procedimiento previsto en los artículos 6 al 11, la Comisión Bicameral elaborará su dictamen definitivo en un plazo de 20 (veinte) días hábiles y elevará el proyecto de ley del nuevo municipio para su tratamiento. 
Artículo 13º: En caso de dictamen desfavorable de la o las Universidades u organizaciones oficiales previstas en el artículo 5º, la Comisión Bicameral notificará del mismo a las autoridades municipales y a la Junta Pro-Reconocimiento Municipal y procederá al archivo de las actuaciones.

Del proyecto de Ley

Artículo 14º: El proyecto de Ley del Nuevo Municipio deberá incluir:

a. Denominación del nuevo municipio, la cual podrá ser propuesta de modo no vinculante por la Junta Pro-Reconocimiento Municipal.

b. Límites jurisdiccionales del nuevo municipio y de el/los otro/s municipio/s involucrado/s.

c. Disposiciones transitorias para el establecimiento de las nuevas autoridades municipales respetando los mandatos vigentes.

d. La transferencia de los bienes inmuebles, muebles y semovientes, y la incorporación del personal municipal, conforme a las nuevas jurisdicciones.

e. Disposiciones que establezcan la continuidad de las normas vigentes por un plazo determinado y que aseguren el cumplimiento de los contratos y convenios suscriptos hasta su caducidad.

f. El régimen de cancelación de deudas y créditos.

g. La designación de un órgano de aplicación responsable del cumplimiento de los incisos c, d, e y f.

h. Creación del Juzgado de Paz, según lo establecido por la ley 10.571.

i. Incorporación de registros notariales al nuevo municipio.

j. La integración del nuevo municipio para su categorización judicial y electoral.

Disposiciones generales

Artículo 15º: En caso de no prosperar la iniciativa, los ciudadanos de la localidad peticionante podrán reiterar la petición en un plazo de cinco años, contados a partir de la fecha de su denegatoria.

Disposiciones transitorias 

Artículo 16º: Autorízase a ambas Cámaras de la Legislatura a realizar las adecuaciones presupuestarias correspondientes, a efectos de dar cumplimiento a la presente. 
Artículo 17º: Los expedientes que actualmente tramiten en ambas Cámaras serán analizados y despachados por la Comisión.

Artículo 18º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
FUNDAMENTOS
Por razones de respeto al trabajo de otros legisladores, corresponde señalarse que el presente proyecto no es una iniciativa totalmente novedosa que está basada en la que presentara oportunamente el diputado (MC) Julio César Alfonsín. (Expte. D- 1154/06-07).

Sobre esa base se ha elaborado este nuevo proyecto que incluye algunos cambios con el fin de perfeccionar su antecesor.

Por el mismo motivo, hacemos nuestros los fundamentos del diputado (MC) Alfonsín, quien decía:

“El presente proyecto de ley viene a completar uno de los vacíos legales que, entendemos, existe en nuestro régimen municipal bonaerense: el establecimiento de las condiciones y requisitos que toda comunidad debe alcanzar para ser reconocida como municipio, para luego gozar del derecho a su propio gobierno local. 

En efecto, la Constitución de la Provincia de Buenos Aires no aborda adecuadamente la cuestión, al no hacer referencia alguna al reconocimiento municipal, y al abstenerse de establecer criterios o requisitos para la división política y administrativa de sus territorios. Cabe señalar que la nuestra es la única de las provincias argentinas en eludir la materia en su legislación. Distinta es la situación en el resto de las provincias argentinas, en la mayoría de las cuales se establecen criterios poblacionales, con topes mínimos, a partir de los cuales toda comunidad podrá aspirar a ser reconocida; o bien con criterios mixtos, de población y territorio, a la vez; y en algunos casos con consideraciones de tipo socioeconómicas,

La caracterización de las realidades municipales debe ser, por lo tanto, el primer paso en la organización del régimen local. Bien se pregunta el Dr. Rosatti: ‘¿cómo hemos de responder seriamente a la pregunta del quantum de las atribuciones municipales, a la cuestión de su organización interna, a su inserción dentro de realidades territoriales mayores, si no partimos de una certera caracterización, si no sabemos –al fin de cuentas- qué es el municipio?’.*.

El artículo 103, inciso 4 de nuestra Carta Magna provincial, en cambio, dota al Poder Legislativo de la atribución de ‘fijar las divisiones territoriales para la mejor administración’. Consideramos que se ha utilizado equivocadamente esta facultad legislativa para dar lugar a la ‘creación’ de nuevos partidos, confundiéndose la capacidad de la Legislatura de administrar el territorio provincial con el derecho de todo municipio a ser reconocido como tal y a tener su propia jurisdicción política y administrativa.

Esta confusión se despeja definitivamente si definimos adecuadamente el alcance de la acción legislativa. Lo que se propone a través del presente proyecto de ley es ‘reconocer’ a municipios actualmente existentes, y no arrogarnos la atribución de ‘crear’ nuevas realidades institucionales. En palabras del jurista y catedrático Dr. Ricardo Pablo Reca, ‘la creación supone la aptitud atribuida a un órgano para generar lo inexistente; el reconocimiento supone homologar lo existente cumplidas las condiciones que acrediten su identidad’.**

Para cumplir esta premisa, partimos del criterio – mayoritario en el derecho público municipal argentino - de considerar al municipio como una comunidad natural de vecinos arraigados en un territorio, que unidos por relaciones de proximidad, y con una cierta complejidad económico-social-cultural e histórica, tienden a su propio bien común. Esta naturaleza sociológica de la institución comunal ha sido reconocida e impulsada mayoritariamente por la doctrina municipalista argentina. Si bien ha habido en nuestro país una tradicional polémica sobre la esencia de la institución municipal, que ha enfrentado a las teorías sociológicas con las positivistas o legalistas, el saldo ha sido claramente a favor de las primeras, desde la tesis doctoral de Lisandro de la Torre (1889) hasta nuestros días. El proceso de reforma de las constituciones provinciales a partir de la recuperación democrática en el año 1983, por otra parte, ha sido contundente al respecto. El jurista Ricardo Miguel Zuccherino ha llegado a proponer que las cartas estaduales expresen: ‘Esta Constitución declara expresamente la condición natural de sus Municipios’.***

Como es sabido, nuestra Constitución Provincial, reformada en el año 1994, mantuvo incólume el viejo régimen municipal del año 1934, convertido así en el más atrasado de nuestro país o, al decir del Dr. Reca, “el más retrasado de Latinoamérica” (ob.cit.). Justamente, es intención de este proyecto avanzar legislativamente en la modernización de nuestras instituciones comunales, estableciendo las bases de lo que esperamos sean en el futuro las características constitucionales del municipio bonaerense.

Este concepto de la vida local queda expresado en los requisitos que se establecen en los artículos 1 y 2 del presente proyecto.

A su vez, la presente iniciativa tiene también por finalidad establecer un procedimiento idóneo y eficiente para llevar adelante, en la práctica institucional cotidiana, la acción del reconocimiento municipal, y la conformación de los órganos responsables de la misma.

En primer lugar, se crea una Comisión Bicameral de Reconocimiento de Municipios, que tendrá por finalidad llevar adelante el proceso, recibir la documentación aportada por la comunidad que aspira al reconocimiento, poner en marcha mecanismos consultivos (académicos y electorales) y, finalmente, elaborar el proyecto de ley. La iniciativa confía el proceso de reconocimiento a una Comisión Bicameral con el fin de agilizar el trámite parlamentario (que incluye suficientes espacios de discusión técnica y de participación ciudadana). La citada Comisión, cuya integración y facultades se prevén, al modo usual en estos casos, en los artículos 4 y 5 del presente proyecto de ley, absorberá las competencias de las comisiones de ambas Cámaras, en lo atinente a la materia.

La Comisión Bicameral tendrá una contraparte en cada localidad o pueblo que aspire a ser reconocido como municipio, la Junta Pro-Reconocimiento. La organización de la comunidad debe ser un requisito fundamental para poner en marcha el procedimiento, lo cual implica asumir responsabilidades y compromisos, plasmados en la elaboración o procuración de los informes y estudios que acrediten las condiciones que ameriten el status reclamado, junto con la manifestación expresa del soberano, los vecinos electores, acerca de la afirmación de la propia identidad. Los artículos 6 y 7 garantizan, de este modo, un correcto inicio de la petición.

Las autoridades municipales del partido (o los partidos) al que pertenece la localidad que aspira a ser reconocida, son consultadas formalmente durante el proceso. Así lo establece el artículo 8, que cumple con la premisa de consultar la opinión de todos los actores involucrados en la decisión. Esta consulta se extiende a una institución académica especializada, a fin de que emita dictamen técnico sobre la petición. Se entiende, al respecto, que la decisión del reconocimiento municipal implica una serie de condiciones que deben ser evaluadas y confirmadas técnicamente, para las cuales el artículo 9 exige la elaboración del correspondiente informe de factibilidad.

Toda la información y las opiniones recogidas, necesitan, aún, una correcta legitimación, que sólo deviene del propio pueblo. El artículo 11 establece la realización de una consulta popular (instituto reconocido por nuestra Constitución Provincial, en su artículo 67), no vinculante y no obligatoria, cuyo resultado completará el proceso que finalizará con la elaboración y elevación del proyecto de ley por parte de la Comisión Bicameral (artículos 12 y 14). 

En caso de resultar desfavorable la petición formulada, ya sea en la consulta técnica como en la consulta popular, los artículos 13 y 16 establecen el archivo de las actuaciones y el transcurso de un plazo de cinco años para la reiteración del proceso.

Queda conformado, por lo tanto, un procedimiento lo suficientemente ágil y previsible como para normalizar el tratamiento de una cuestión que, en muchos casos, podría resultar compleja y de difícil resolución si se la dejara librada al sólo arbitrio de los poderes constituidos. Se ha dado especial relevancia a la participación de los vecinos peticionantes, a sus autoridades municipales, a la opinión académica, y a los legisladores representantes de la voluntad popular. 

La vigencia de una norma como la que se propone, posibilitará un régimen municipal más ordenado y previsible. Su vigencia, no sólo dará satisfacción a los pueblos que hoy aspiran ser reconocidos como municipios, sino también a aquéllos que desean alcanzar ese status. Será un sólido punto de partida hacia una nueva organización municipal en nuestra Provincia.

Junto a Hernández, podemos decir que ‘...a la participación, deberá preceder y después acompañar una educación democrática que forme en la solidaridad, en la responsabilidad, en los valores superiores del espíritu, en los principios de la democracia, de la República y de nuestra Constitución Nacional...’****.

 El imperio de la norma que se propone permitirá imbuir a nuestras comunidades locales del espíritu del desarrollo autónomo, de su crecimiento, de los beneficios de organizarse y ser partícipes en la planificación del propio bien común, en la inteligencia que quienes lo logren serán premiadas con el reconocimiento municipal.

Por todo lo expuesto, solicitamos a éste Honorable Cuerpo la aprobación del presente proyecto de ley.
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Hechas estas salvedades, el presente proyecto complementa el anterior con las siguientes modificaciones:
Al Art. 2º:

Se especifica lo que se entiende por “aptitud de factibilidad económico-social”.
Al Art. 5º: 

Se pasa el último párrafo “Los expedientes que actualmente tramiten en ambas Cámaras serán analizados y despachados por la Comisión” como disposición transitoria (Art. 17º) por razones de una mejor técnica legislativa.
El inciso e) procura clarificar qué instituciones pueden ser las que evalúen los pedidos de reconocimiento con la aclaración de que los parámetros para el análisis serán los de “oportunidad, conveniencia y mérito”.
Al Art. 7º:

Se agrega al fin de inciso b) el párrafo “A los efectos de la viabilidad financiera deberá tener en cuenta los recursos con que contaría el nuevo municipio aplicando las tasas que rijan a ese momento en el distrito cabecera así como los gastos e inversiones que debería realizar. Cuando los nuevos límites propuestos abarquen a más de un distrito, para el cálculo de los recursos se tomará un promedio de los valores de cada municipio concernido, según el porcentaje de afectación territorial de cada uno. Asimismo se deberá incluir el aporte que le correspondería en concepto de coparticipación” con la finalidad de establecer un parámetro claro a la hora de evaluar la factibilidad.
Al Art. 8º:

Se puntualiza cuáles son las autoridades municipales. Del texto anterior parece desprenderse que sería el Intendente pero por tratarse de un tema de trascendencia indudable es conveniente que también intervenga el Concejo Deliberante. 

La Constitución de la Provincia dice en su artículo 103, inciso 4 que “corresponde al Poder Legislativo” la responsabilidad de “fijar las divisiones territoriales para la mejor administración”. Pero ni la Constitución ni la Ley Orgánica de las Municipalidades prevén la injerencia municipal en el tema en tratamiento. Apenas el inciso b) del artículo 27 de la L.O.M. expresa que corresponde al Concejo decidir “sobre creación de establecimientos, delegaciones y divisiones del municipio” y esto último estaría legitimando de algún modo su intervención, si bien está claro que la palabra “división” en este caso se refiere a divisiones dentro del distrito.
Como esto es discutible, de lo que se trata es que ambos poderes opinen y no sólo uno de ellos. 
Al Art. 9º:

Se adapta al 8º: Se acota que los informes serán “por separado” aunque es obvio en tanto se trata de dos poderes distintos. 
Al Art. 11º:

Se agregan los párrafos:

1. “En caso de que el número de habitantes sea menor al cincuenta por ciento (50%) del total de habitantes del o los distritos concernidos en la delimitación propuesta, se realizará también en éstos una consulta de iguales características en el o los municipios afectados”.

2. “En los aspectos instrumentales de estas consultas se utilizará como base la ley 5109 y modificatorias (Código Electoral de la Provincia) en lo que sea pertinente”.
Esto se debe a que es de justicia que el resto de los habitantes del o los municipios afectados también opinen sobre una cuestión trascendente para todos. El segundo párrafo agregado tiende a facilitar la reglamentación de las consultas.
Al Art. 12º:

Se elimina la previsión del tratamiento sobre tablas porque requeriría las normas que prevén el estudio de las comisiones de cada Cámara. 
Al Art. 14º, inciso a):

Se agrega la posibilidad de que la Junta Pro-Reconocimiento Municipal pueda proponer el nombre del partido a crearse pero se acota que ese pedido no será vinculante para respetar el artículo 103, inciso 4- de la CP ya citado y porque si bien no se halla explícitamente aclarada la potestad de la Legislatura para imponer nombres, los antecedentes así lo indican. 
Al Art. 14º, inciso e): 

Se mejora la redacción para evitar la repetición de palabras.
Al Art. 15º:

Por razones de mejor técnica legislativa se lo pasa como Art. 16º de las disposiciones transitorias.
Al Art. 16: 

Pasa a ser 15º
Se agrega como Art. 17º el texto quitado al Art. 5º, Inciso b): “Los expedientes que actualmente tramiten en ambas Cámaras serán analizados y despachados por la Comisión”.

Al Art. 17º:

Pasa a ser 18º
Por lo expuesto y en el convencimiento de que la proliferación de solicitudes de reconocimiento de nuevos municipios está indicando que es preciso unificar criterios al respecto a través de una ley marco que evite los enfrentamientos que suelen provocar estos movimientos y se reemplace la racionalidad por cuestiones subjetivas como puede ocurrir, solicitamos a los señores legisladores la aprobación del presente proyecto.
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